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LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE ENTRE RIOS SANCIONA CON FUERZA DE  

LEY:
Artículo 1º.- Los marcos regulatorios que se dicten para el funcionamiento de los servicios públicos y privados, estarán sujetos a los siguientes principios cuya enumeración no excluye otros que pudieran contemplarse: 

a) la protección de los derechos de los usuarios y su participación en el control de las prestaciones;

b) el estímulo a las inversiones para favorecer la calidad y acceso universal;

c) la confiabilidad, eficiencia, regularidad, universalidad, continuidad y equidad; 

d) la protección de la salud y el medio ambiente;

e) la implementación de sistemas tarifarios justos, razonables y transparentes. 
Artículo 2º.- Se considera usuario a toda persona física o jurídica que utiliza  servicios en forma gratuita u onerosa como destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social.

Artículo 3º.- Todos los usuarios de los servicios públicos y privados, gozan de los siguientes derechos en el territorio de la Provincia: 

a) Exigir la prestación de los servicios de acuerdo a los principios establecidos en el artículo 1º de la presente, de forma que  aseguren los niveles de calidad y eficiencia establecidos en la concesión, el contrato o título habilitante de la prestación.

b) Suscribir el contrato de suministro del servicio con el prestador, si el mismo fuere de carácter domiciliario.

c) Recibir información, sobre las condiciones de la prestación, el cuadro tarifario en forma adecuada, permanente, precisa, gratuita, oportuna, asegurando que su  contenido sea  completo y veraz. 

d) Efectuar sus reclamos ante el prestador por deficiencias del servicio o ante cualquier incumplimiento del mismo con relación a los principios establecidos en la presente y recurrir ante la autoridad regulatoria, el Defensor del Pueblo o la autoridad municipal que ejerza la función de proteger los derechos del usuario, en caso de no recibir respuesta o cuando la misma no fuera satisfactoria. 

e) Participar en forma individual o a través de organizaciones específicas, en el control del cumplimiento de la normativa aplicable a la prestación de los servicios públicos y privados. Asistir a las audiencias públicas previstas en el proceso de determinación de las tarifas, para proponer y propiciar mejoras en la prestación de los servicios. 

f) Exigir al prestador y requerir de la autoridad regulatoria que haga conocer fehacientemente, con suficiente antelación a su aplicación el régimen tarifario vigente.

g) Formular reclamos ante el prestador o la autoridad regulatoria,  por los daños y perjuicios sufridos como consecuencia de fallas en la prestación de servicios que impliquen violación de los principios consagrados en el artículo 1° de la presente, sin perjuicio de optar por la vía ordinaria judicial.

Artículo 4º.- Las empresas prestadoras de servicios públicos y privados deben entregar al usuario, constancia escrita de las condiciones de la prestación y de los derechos y obligaciones de ambas partes contratantes. Sin perjuicio de ello, deben mantener tal información a disposición de los usuarios en todas las oficinas de atención al público.

Asimismo, deberán colocar en toda facturación que se extienda al usuario y en las oficinas de atención al público carteles con la leyenda: "Usted tiene derecho a reclamar y no está obligado a abonar facturaciones indebidas”.

A los efectos previstos en los incs. “e”, “f” y “g” del artículo 3º los prestadores y la autoridad regulatoria deberán habilitar, en los lugares donde existan oficinas comerciales ó delegaciones respectivamente, una sección atendida por personal especializado a los fines de evacuar consultas y recibir los reclamos de los usuarios. 

Artículo 5º.- Todos los usuarios de servicios públicos y privados tienen los siguientes deberes:

a) Pagar puntualmente la tarifa por la prestación del servicio.

b) Realizar las instalaciones domiciliarias internas y mantenerlas en buen estado, permitiendo su inspección por el prestador y el Ente de regulación y control.

c) Cumplir con los requisitos establecidos por el ordenamiento vigente y los que disponga la autoridad de control, en el caso de conexiones a las redes domiciliarias.

d) Hacer un uso racional del servicio público y privado, conforme a lo pautado y exigido por el Ente.

Artículo 6º.- La Prestación de los servicios debe efectuarse de acuerdo a las siguientes condiciones:

a) Modalidades: Quien preste servicios públicos está obligado a respetar los principios establecidos en el Art. 1° de la presente Ley y en el Art. 30 de la Constitución provincial. Asimismo con relación al sistema tarifario, los términos, plazos, condiciones, modalidades, reservas y demás circunstancias conforme a las cuales hayan sido ofrecidos, publicitados o convenidos. Podrán exigir de los usuarios el cumplimiento de sus obligaciones de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5 de la presente.

b) Situaciones especiales: Cuando se trate de servicios públicos cuya prestación pueda generar un riesgo para la salud o la integridad física de los  usuarios, deberá observarse los mecanismos, instrucciones y normas establecidas para garantizar la seguridad de los mismos.

Artículo 7º.- Los servicios públicos serán ofrecidos a tarifas justas, razonables y determinadas mediante un procedimiento que garantice su transparencia. Se ajustarán a los siguientes criterios: 

a)  Asegurarán el mínimo costo razonable para los usuarios; compatible con los principios de universalidad y equidad, preservando la seguridad en la prestación del servicio.

b) Proveerán a los prestadores que operen en forma económica y prudente, la oportunidad de obtener ingresos suficientes para asegurar la continuidad  de la prestación y su eficiencia, atendiendo a los costos operativos, impuestos, amortizaciones y otros gastos que demande la sustentabilidad del servicio. 

c) Se considerarán las diferencias de costos que existan entre los distintos tipos de servicios según la forma de prestación, modalidad de consumo y cualquier otra característica que la autoridad regulatoria califique como relevante.

d) Asegurarán la participación de los usuarios y sus asociaciones a través de procedimientos eficaces, en el proceso de determinación y modificación de los sistemas tarifarios aplicables.

Artículo 8º.- La autoridad regulatoria podrá convocar a audiencias públicas a los usuarios en general o, en los casos que corresponda a un sector de ellos, a los fines de:

a) Informar y tratar asuntos relacionados con el estado, mejora o expansión de los servicios y con el sistema tarifario.

b) Tratar los conflictos entre prestadores, usuarios y entidades públicas.

c) Tratar todo otro asunto que sea fundadamente solicitado por usuarios o asociaciones de los mismos o aquellos que de oficio determine el ente regulador.

Las opiniones mayoritarias que se expresen en las audiencias públicas convocadas, deberán ser ponderadas en las decisiones que adopte la autoridad regulatoria, indicando -en su caso- los fundamentos y motivos por los cuales dichas conclusiones no fueron recibidas.

Artículo 9º.- La autoridad regulatoria a la que hace referencia el articulo 30 de la Constitución Provincial tendrá carácter de organismo autárquico, con personalidad jurídica de derecho público provincial y capacidad para actuar en el marco de su competencia y con recursos propios. 

Artículo 10º.- La autoridad regulatoria tendrá las siguientes atribuciones:

a) Cumplir y hacer cumplir la presente Ley y sus reglamentos.

b) Dictar los Reglamentos a los cuales deberá ajustarse la actividad regulada como también aquellos que ordenan su Estructura orgánica. 

c) Fijar, revisar y modificar los sistemas tarifarios aplicables a los servicios públicos de conformidad a los principios establecidos en la Constitución provincial y el artículo 1 de la presente, asegurando la participación de los usuarios y prestadores en ese proceso..
d) Desarrollar acciones destinadas a asegurar el mantenimiento, la mejora y expansión de los servicios de acuerdo a las necesidades de la población atendida.

e) Aplicar a los prestadores las sanciones previstas en la normativa vigente.

f) Resolver las controversias de su competencia que se susciten con motivo de la prestación de los servicios.

g) Atender y resolver los reclamos de los usuarios que se presenten por incumplimiento de las disposiciones legales ó fallas en la prestación del servicio.

h) Asegurar a los usuarios el acceso a la información en forma eficaz, regular, gratuita y oportuna, garantizando que su contenido sea claro, completo y preciso requiriendo de los prestadores toda la colaboración que estime útil a ese objetivo.

i) Promover y garantizar la participación de los usuarios a través de sus asociaciones mediante procedimientos eficaces como la audiencia pública y otros que fueran adecuados de conformidad al tema en cuestión.

j) Establecer criterios de eficiencia y desarrollar indicadores y modelos para evaluar la gestión de los prestadores.

k) En general, realizar todos los actos que sean necesarios para el buen ejercicio de la función de control y regulación y el cumplimiento de los objetivos de la presente Ley.

Artículo 11º.- Los recursos asignados para el funcionamiento de la entidad regulatoria se obtendrán de:

a) Una tasa a cargo de los usuarios de los servicios públicos que no podrá exceder del 1,2 % sobre el monto de la facturación bruta. Ese porcentaje será fijado anualmente por el Ente (existe hoy esa tasa?).

b) Los importes que abonen las prestadoras en concepto de canon.

c) Los derechos y tasas retributivas de los servicios que, en su caso, preste el Ente.

d) El importe de las multas que aplique.

e) Los demás recursos que le asignen las leyes y reglamentaciones vigentes ó las que se dicten en el futuro.

Artículo 12º.- Las disposiciones de esta ley se integran con las normas generales y especiales aplicables a las relaciones derivadas de la prestación de servicios, en particular la Ley Nº 25.156 de Defensa de la Competencia y la Ley Nº 22.802 de Lealtad Comercial, Ley N° 26.361 de Defensa del Usuario y del Consumidor, así como la normativa específica sobre la actividad de prestación respectiva en cuanto resulte compatible con los principios consagrados por el artículo 30 de la Constitución Provincial y articulo 1 de la presente.

Artículo 13º.- De forma.-

FUNDAMENTOS

Ente Regulador de Servicios Públicos

El Proyecto que ponemos a consideración de esta H. Cámara de Senadores  resulta procedente de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Nacional –Art. 42– y en la Constitución de Entre Ríos –Arts. 30, 215, 240 inc. 21) subinc. “j” y concordantes- siendo nuestro objetivo establecer las disposiciones reglamentarias del nuevo artículo incorporado al capítulo de Declaraciones, Derechos y Garantías como expresión de voluntad del constituyente en orden a reconocer los derechos de los usuarios y consumidores en nuestra provincia, estableciendo como una responsabilidad del Estado la garantía de su ejercicio.

1)  Marco Teórico General:

1.1 Reforma del Estado y Regulación: 

En la última década del siglo XX la Argentina optó -como numerosos países- por disminuir marcadamente la intervención del Estado en la actividad económica adoptando políticas de privatización con el propósito -según se declaró entonces- de reducir la inflación, disminuir el déficit fiscal, mejorar la gestión pública y hacer más eficiente la prestación de servicios esenciales para la comunidad.

En ese proceso de reformulación del rol del Estado y la Sociedad aparecieron nuevos actores y paradigmas, entre ellos los usuarios y consumidores, con  el consecuente reconocimiento de sus derechos y garantías a nivel constitucional integrados en una nueva normativa referida a la regulación y control que incluye los organismos encargados de su aplicación. Así, los Entes reguladores ingresan de modo orgánico a nuestro sistema jurídico como efectores  relevantes  en  la nueva  política de los servicios públicos, dentro de un conjunto articulado que se llamó “Reforma del Estado” y fue puesto en vigencia a través de la Ley N° 23.696 de 1989.  

Los principios distintivos del proceso fueron: la descentralización, la  desregulación económica  y la  regulación de servicios públicos (a partir de la  transferencia al sector privado) con implicancia en una diferenciación de funciones: planificación y fijación de políticas, otorgamiento de los títulos habilitantes, prestación de los servicios y la regulación y control público sobre todos los actores del sistema. La primera de las funciones comprende la sanción de los marcos regulatorios mediante leyes.   

La prestación de los servicios en el ámbito nacional después de la Reforma del Estado, ha sido transferida a empresas privadas, mientras que en las provincias se observa que las cooperativas conservan un papel destacado, subsisten empresas públicas y los servicios más importantes –como electricidad o agua potable- se operan a través de empresas semipúblicas, o de economía mixta y en menor medida por prestadores privados.  

El control público es ejercido, en primer lugar, por los reguladores sobre los prestadores de servicios y, en segundo lugar, por los órganos especializados del sector público: en el orden nacional, la Sindicatura General de la Nación, la Auditoria General, la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas y el Defensor del Pueblo. En nuestra provincia, en materia de provisión del servicio de energía eléctrica por el Ente Provincial Regulador de la Energía –EPRE- en el sector eléctrico como por  similares en otras materias, por el Tribunal de Cuentas y la Fiscalía de Estado según corresponda.

1.2 Bases y Principios de la Regulación:
El Estado, en la etapa posprivatizadora, utiliza la regulación de las actividades en general como una verdadera política pública, consistente en establecer cierta restricción ó interferencia en las actividades de un sujeto regulado por  un órgano ó sujeto público regulador distinto al que ejecuta la actividad, que dicta reglas a las que debe ajustarse la misma y tiene la responsabilidad de verificar su cumplimiento. Según esta descripción, podemos señalar algunas características de la regulación en materia de servicios públicos:

1°) Es una actividad distinta y externa a la actividad regulada, que implica una limitación a su libertad.

2°) En esa línea rige el principio de que “el que concede no debe controlar”, inspirado en el criterio actualizado de la división de poderes y el sistema de frenos y contrapesos que nuestra Constitución perfecciona (Gordillo, A. Tratado de Derecho Administrativo” T.II 2ª Edición Bs.As. 1998, Cap.V, págs. 1 y 2).

3°)  Es una política pública, por lo que debe responder siempre al interés general.

4°) Presupone un patrón, rol o modelo que es la conducta deseada del regulado, de acuerdo a lo dispuesto en la normativa específica y que se denomina “marco regulatorio”. 

5°) La tarea de control consiste en la verificación de su cumplimiento preservando la independencia y estabilidad de quien la realiza. 

Surge de lo expuesto que la regulación comprende el establecimiento de reglas orientadas a disciplinar una actividad y también la misión de verificar que  aquella se ajuste a dichas reglas. 

Por otra parte, implica una posición crítica frente al mercado, en tanto procura corregir sus “fallas” para que en definitiva los menores costos y la mayor eficiencia se trasladen a los usuarios, evitando que -ante situaciones monopólicas- el prestador abuse de su “posición dominante”.

Otra de las razones que justifican una política de regulación es que los consumidores o usuarios no disponen de información adecuada sobre los bienes o servicios que consumen, que les posibilite tomar decisiones en condiciones de paridad con los prestadores. Entonces el Estado, ante esta situación desigual, no limita su rol de control exclusivamente a las condiciones de calidad del servicio, sino que garantiza la provisión de adecuada información.

Atendiendo a los argumentos de índole jurídica se incluye en los marcos regulatorios un plexo de objetivos que no configuran una enumeración taxativa como: la protección de los derechos de los usuarios, el estímulo a las inversiones, la confiabilidad y eficiencia del servicio, asegurando su regularidad, universalidad, continuidad y equidad;  la expansión del sistema de prestación, la protección de la salud pública y el medio ambiente incluyendo en todos los casos, tarifas justas y razonables.

1.3 Componentes de la Función Reguladora:

En ese proceso permanente y dinámico de interacción entre regulador y regulado, podemos identificar las subfunciones siguientes:

a) Normativas: consiste en el dictado de normas de alcance general, en su mayoría de contenido técnico que aplican y completan el marco regulatorio y el título habilitante.

b) De Control y Sanción: referidas a verificar que la conducta regulada se ajuste al patrón establecido -marco, título y normas– y en caso de desviación, adoptar una conducta correctiva ó sancionatoria. 

c) Jurisdiccional: llamada también de arbitraje ó mediación, que atribuye al regulador la solución de conflictos entre las partes ó actores del sistema de servicio público.

d) De Generación y Administración de Incentivos:  relacionada con la oferta de estímulos o beneficios destinados a lograr la conducta deseada por parte del regulado o de promoción en el acceso al servicio de sectores vulnerables de la población.

2) Marco Normativo del Proyecto: 

Hemos tomado como referencias normativas que entendemos insoslayables en este tema: el Art.42 de  la C.N., los Art. 30, 51 y 215 de nuestra Constitución provincial, la Ley nacional N° 26.361 sobre Defensa del usuario y el consumidor, la Ley nacional N° 24.065 que establece el marco regulatorio de la actividad eléctrica cuya expresión en el ámbito provincial se identifica con la Ley N° 8.716 y su Decreto reglamentario N° 1.300, Ley Nacional de Defensa de la Competencia Nº 25.156, así como la Ley N° 8835 de la provincia de Córdoba que crea el Ente Regulador de Servicios Públicos Provincial  ERSEP.

3) Organización de los Entes de control y regulación:

Para el diseño de los Entes de control en Argentina, tanto en el orden nacional como provincial, se ha articulado el modelo latino-continental de la entidad autárquica con el anglosajón de la agencia ó comisión reguladora independiente. En ambos casos dotados de personalidad jurídica, patrimonio propio y  fin público, a través del ejercicio de sus competencias.

En el ámbito nacional para los servicios ínter jurisdiccionales y por razones de escala, se ha creado un ente regulador para cada servicio, mientras que en las provincias coexiste ese modelo con otros en que un Ente único tiene a su cargo la regulación de todos los servicios públicos (caso de Córdoba, Salta y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires).

4) Consideraciones sobre el  Proyecto: 

A partir del eje que nos marca el Art. 30 de la Constitución Provincial y como lo señaláramos, teniendo bajo nuestra consideración algunas referencias normativas nacionales, de otras provincias y locales relacionadas con la temática, hemos diseñado un conjunto de disposiciones que pretenden desarrollar la enunciación precitada.

Así procuramos explicitar y detallar los derechos y deberes del usuario de servicios públicos, los principios a los que estrictamente debe ajustarse el cuadro tarifario, las características del Ente regulador y las modalidades e instancias de participación ciudadana que aseguren la publicidad y transparencia del proceso de prestación, regulación y control, a través de procedimientos como las audiencias públicas y la garantía de acceso universal a la información. Este procedimiento es entendido por la jurisprudencia actual como una garantía constitucional respecto de los derechos de usuarios y consumidores y ha sido expresamente incorporado por el Poder Ejecutivo Nacional en materia atinente al Acceso a la Información Pública en su Decreto N° 1.172/03 y por nuestra Constitución provincial en el Art. 51.

Una consideración especial merece el tema de la autarquía del Ente de control. La reforma constitucional provincial del año 2.008 incorporó a nuestra Carta magna una Sección VII bajo el  Título “Órganos  de control autónomos” en el que no incluyó a los Entes reguladores.  Sin embargo podemos entender -sin que ello implique una interpretación forzada- que la norma del Art. 30 sobre derechos del consumidor y del usuario, en línea con el principio consagrado por el Art. 42 de la Constitución nacional, nos orienta algunas conclusiones sobre su naturaleza.

Efectivamente,  la norma antes citada señala que “Estos derechos son protegidos, controlados y su prestación regulada por un ente provincial o municipal. La norma establecerá los procedimientos para la prevención y solución de conflictos y los marcos regulatorios, previendo la participación de asociaciones de consumidores y usuarios”. Si bien el texto dice “organismos de control” al mencionar también los “marcos regulatorios de los servicios públicos”, presume la necesaria condición de autarquía que debe asignarles el legislador para cumplir con eficiencia, independencia é idoneidad ese cometido. En esta inteligencia lo incorporamos expresamente en este Proyecto, es decir, la creación de entes autárquicos como aquellos que ejercen el control de los servicios públicos, se impone desde las finalidades que el artículo 30 –ccdte. con el de la C.N.- le asigna para tales cometidos.

Conclusiones:
La doctrina constitucional y la práctica sostenida del nuevo esquema de actividades otrora a cargo del Estado nos marca la necesidad y oportunidad de poner en funcionamiento nuevas herramientas y estructuras como es el caso de  los entes reguladores.

Este rediseño institucional responde también a una creciente demanda de control social que se ha ido consolidando a través de formas concretas de participación ciudadana en la última década. 

Con esa convicción, la nueva Carta Magna de los entrerrianos, ha  incorporado estos nuevos Organismos que irrumpen con fuerte aprobación  social en la estructura institucional y completan el circulo virtuoso de los nuevos derechos y garantías- llamados de “tercera generación”, la garantía del “Amparo Colectivo”, la institución del Defensor del Pueblo, el procedimiento de Audiencia Pública y la figura del Ente para el control y regulación de los servicios públicos ó privados de interés colectivo, así como los principios que deben regir su funcionamiento.

A nivel provincial hemos tenido en consideración la normativa específica vigente como Ley N° 8.916 y su Decreto reglamentario N° 1.300 (marco regulatorio de la actividad eléctrica) que en temas relevantes como “tarifas” es clara y conteste con lo expuesto y consagrado en el citado Art.30 C.P. toda vez que hace referencia a los principios y criterios que sustentan un cuadro tarifario, Art. 30 “tarifas justas y razonables” (sujetas a un conjunto de principios). Sin embargo, cuando detalla las funciones del Ente no incluye expresamente la de fijar, determinar y aprobar los cuadros tarifarios aplicables. Entendemos que la incidencia de esta cuestión tarifaria en el ámbito de protección –o indefensión- de los derechos del usuario requiere de la mayor precisión en cuanto a cómo y quienes están facultados para determinarlas.  En esa inteligencia y procurando que la  legislación específica en materia de servicios públicos esté claramente en línea con los principios hoy consagrados en nuestra Constitución, es que proponemos esta reglamentación legal.  

Surge claramente del Art. 30 esta voluntad del constituyente pues en el penúltimo párrafo se establece la competencia del ente provincial como principio general, mientras que se prevé para la jurisdicción municipal, que se pueda ejercer la competencia de control y regulación a través de organismos de defensa del consumidor y usuario.

